BOLETIN Nº 1.269-10.



INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES  recaído en  el proyecto  de acuerdo, en primer  trámite  constitucional, sobre aprobación del  “Tratado de  Extradición   y Asistencia Judicial  en Materia  Penal", suscrito por  los  Gobiernos  de las Repúblicas  de  Chile y de Nicaragua,   en   Santiago, en 1.993.

	

HONORABLE SENADO:



Vuestra  Comisión  de  Relaciones Exteriores  tiene  el alto honor  de  informaros respecto del proyecto de acuerdo -en primer trámite constitucional,  e iniciado  en mensaje  de  Su Excelencia el señor Presidente de la República -individualizado en el rubro.



NOTA. Conforme a lo preceptuado en   el   artículo 127 del Reglamento   de   la Corporación, vuestra Comisión, unánimemente, acordó proponer al Excelentísimo señor Presidente que el asunto -atendida su naturaleza- se discuta, en la Sala, en general y particular, a la vez.



Expresa Su Excelencia el señor Presidente de la República en el mensaje con el que dio  inicio  a  la  tramitación  legislativa  del proyecto de acuerdo en informe, textualmente, que:



"Este  Tratado,  adoptado dentro de  un  proceso  de estrechamiento  de  los  vínculos históricos  que  unen  a  ambas  naciones,  viene  a convertirse en un valioso instrumento jurídico de cooperación judicial.



Si bien, Chile y Nicaragua son Partes de la Convención sobre Extradición suscrita en Montevideo el 26 de Diciembre de 1.933, el presente  Tratado simplifica  y agiliza  los  procedimientos de carácter administrativo, tanto en materia  da diligencias como  de plazos. Asimismo, contempla  expresamente  los  ilícitos  de  carácter fiscal, los  cuales adquieren una creciente relevancia en el ámbito del comercio internacional.

	

En   la   elaboración   de   este texto, se han recogido tanto los avances que ofrece el derecho comparado como las experiencias internacionales  en este tema  y teniendo  como  marco instrumentos tales como el Tratado suscrito con el instrumentos tales como el Tratado suscrito con el Reino de España en la materia.  De igual modo, se tuvieron en cuenta los respectivos ordenamientos jurídicos internos, buscando la necesaria coherencia  en  las distintas situaciones  en  que pudiesen   existir   diferencias, logrando   una armonización normativa en el texto.



Este Tratado da cumplimiento a un  principio  básico  en el derecho  internacional, cual  es,  la  extraditabilidad  de  las  personas inculpadas  o condenadas  por un delito.   De  esta forma, los Estados Partes se obligan a la recíproca entrega de  personas  contra las cuales se  ha iniciado  un  procedimiento  penal  o  que  fueren buscadas para la ejecución de una pena que consista en la privación de libertad, todo ello, conforme a las reglas contenidas en el propio Tratado.".



Y, más adelante, añade que:



"En lo que dice relación con la colaboración  judicial  en materia  penal,   este Instrumento  contempla  un  detallado  catálogo  de materias respecto a las cuales los Estados Partes se obligan a prestarse recíproca asistencia en la realización   de investigaciones   y diligencias relacionadas con cualquier procedimiento penal, en el ámbito de sus respectivas competencias.



Así  entonces,  dentro  de  un espíritu  de  colaboración en este  aspecto,  se garantiza  en  forma  expresa  la  "asistencia  en interés de la justicia", toda vez que se establece la  obligación  de  colaborar,  aún  en  relación  a hechos que no sean ilícitos punibles de acuerdo a la legislación de alguno de los Estados Partes.



Existen también diversas normas que contemplan las excepciones a la regla general de la asistencia, la tramitación de las solicitudes de asistencia y las inmunidades que benefician a los   testigos   o   peritos,   complementando   este importante apartado del Convenio.



Finalmente  y  en  síntesis  se puede señalar que el Tratado se fundamenta en la necesidad  de  contar  con  un  Instrumento  normativo que permita llevar a la práctica en forma eficaz los principios esenciales que reconoce el derecho internacional en materia   de extradición y asistencia judicial en el ámbito del procedimiento penal.".





--------------



El   instrumento   internacional respecto del cual tenemos la honra de informaros consta de un breve preámbulo y de cuarenta y cuatro artículos, el contenido   de   los cuales   os reseñaremos, someramente, a continuación.





Preámbulo.



En él, las Partes asientan que han convenido el Tratado en informe, "conscientes de  los  profundos  vínculos  históricos  que  unen  a ambas   naciones y deseando traducirlos   en instrumentos jurídicos de cooperación judicial".





TITULO I.



EXTRADICION.



ARTICULO lº.



Obligación de conceder la extradición.







Establece que las Altas Partes Contratantes se obligan a entregarse, recíprocamente, conforme a las normas del Tratado en informe, "las personas contra las cuales se haya iniciado un procedimiento penal o fueren buscadas para  la  ejecución de  una  pena que  consista en privación de libertad".





ARTICULO 2º.



Hechos que dan lugar a extradición.







Determina  que  darán  lugar  a extradición  las conductas castigadas  -según  la legislación de ambas Partes- con pena privativa de libertad "cuya duración máxima no sea inferior a un año".



Ahora   bien, si   se   pide extradición   para   cumplir una sentencia,   se necesitará,  además,  que  el  tiempo  que  falte  por satisfacer no sea menor de seis meses.



No obstante, si la extradición se solicitare por varios hechos, y en algunos de ellos no se cumplieren las exigencias descritas en los  dos  párrafos precedentes,  en  lo que  dice relación  con  la  duración  de  la  pena,  el  Estado requerido también podrá otorgar la extradición por ellos.





ARTICULO 3-.



Convenios Multilaterales.







Prescribe  que  también   habrá lugar a la extradición de acuerdo al tratado en informe- cuando se trate de delitos  incluidos en Convenios  Multilaterales en  los que Chile  y Nicaragua sean Partes.

A título meramente enunciativo, sin  que  implique limitación, se  incluyen  los delitos  que,  ad  litteram,  a  continuación  se señalan:



"a) Los    previstos    en    el Artículo 2 de la Convención sobre la Prevención y el   Castigo   de   Delitos   contra   las   Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive   los Agentes  Diplomáticos, suscrita en el marco  de la Organización de Naciones Unidas el 14 de Diciembre de 1.973.



b)  Los   tipificados   por   las Partes de conformidad con el párrafo 1 del Artículo 3, a tenor de lo dispuesto en el Artículo 3, de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito    de    Estupefacientes    y    Sustancias Psicotrópicas, suscrita  el  20  de Diciembre de 1.988.



c)  Los     contemplados en cualquier otro Instrumento, del cual en el futuro, ambos países sean Partes, en especial los señalados en el Artículo 2 de la Convención Sancionar los Actos de Terrorismo Configurados en Delitos contra las Personas y la Extorsión Conexa cuando  Estos  Tengan  Trascendencia  Internacional, suscrita en el marco de la Organización de Estados Americanos el 2 de Febrero de 1.971.".





ARTICULO 4º.



Delitos Fiscales.







Preceptúa, a la letra que:



"En   materia   de   tasas   e impuestos, de aduanas y de cambio, la extradición no  podrá  denegarse  por  el  motivo  de  que  la legislación  de  la Parte requerida no imponga  el mismo tipo de impuestos o tasas o no contenga el mismo tipo de reglamentación en estas materias que la  legislación  de  la  Parte  requirente,  si  los hechos reúnen los requisitos del artículo 2º.".





ARTICULO 5º.



Delitos Políticos.







Dispone que no  se  otorgará  la extradición   "por delitos   considerados   como políticos o conexos con delitos de esta naturaleza".  No  obstante, el solo hecho  de  alegar  un  fin  o motivo político en la perpetración de un delito "no lo  calificará por  sí  como un  delito  de  este carácter".



Para los propósitos del Tratado prae mánibus, en caso alguno se considerarán como delitos políticos, los siguientes, a la letra:



“a) El atentado contra la vida, la integridad física o la libertad de un Jefe de Estado  o  de  Gobierno,  o  de  un  miembro  de  su familia.



b)  Los actos de terrorismo.



c)  Los  crímenes  de  guerra  y los que se cometan contra la paz y la seguridad de la  humanidad,  de  conformidad  con  el  derecho internacional.".



Añade  la norma  que tampoco  se otorgará  la extradición  cuando  la  Alta  Parte requerida, a la letra, tenga "fundados motivos para suponer que  la solicitud  de  extradición  fue presentada con la finalidad de perseguir o castigar a  la persona reclamada  en  razón  de  su  raza, religión,  nacionalidad  u  opiniones  políticas,  o bien que la situación de aquella pueda ser agravada por esos motivos".





ARTICULO 6º.



Delitos Militares.







Dispone que quedan excluidos de la aplicación del Tratado  en  informe  los delitos estrictamente militares.





ARTICULO 7º.



Extradición de Nacionales.







Prescribe que cuando la persona reclamada fuere nacional del Estado requerido, éste podrá negar la extradición, conforme a su propia legislación. La condición de nacional se apreciará al momento de decidir sobre la extradición, siempre que  tal calidad no  haya  sido  adquirida  con  el objeto doloso de evitar aquélla.



Si  el  Estado  requerido  negare la extradición por tratarse de un nacional, deberá, a pedido de la Parte requirente, "someter el asunto a las autoridades competentes a fin de que pueda procederse   judicialmente   contra   aquél”.  El resultado  del  pedido deberá  ser  informado  a  la Parte requirente.





ARTICULO 8º.



Extradición y Asilo.







Ad litteram, su inciso primero dice que:



”Nada  de  lo  dispuesto  en  el presente  Tratado  podrá ser  interpretado   como limitación  del  asilo,  cuando  éste  proceda.    En consecuencia,  la Parte requerida  también  podrá rehusar  la  concesión  de  la  extradición  de  un asilado de acuerdo a su propia ley.".



Si   por   esta   razón   no   se concediere  la extradición, deberá  aplicarse  lo dispuesto  en  la  segunda  parte  del  artículo  7º, recién reseñado.





ARTICULO 9º.



Causas de denegación obligatoria.







Establece, exactamente, que no se concederá la extradición:



"a) Cuando de conformidad a la ley  de  la  Parte requirente  ésta  no  tuviera competencia para conocer del delito que motiva la solicitud de extradición.



b)  Cuando la persona reclamada hubiera sido condenada o debiera ser juzgada por un tribunal  de  excepción  o  ad  hoc  en  la  Parte requirente.



c)  Cuando de acuerdo a la ley de alguna de las Partes se hubiera extinguido la pena o  la acción penal correspondiente  al delito por el cual se solicita la extradición.



d)  Cuando la persona reclamada hubiese sido juzgada en la Parte requerida o en un tercer Estado por el hecho que motivó la solicitud de extradición.”.





ARTICULO 10-.



Pena de muerte y penas privativas de



libertad a perpetuidad.







Si  las  conductas  que  originan el pedido de extradición tuvieren como pena la de muerte o la de presidio perpetuo, aquélla sólo se otorgará si el Estado requirente garantiza que el reclamado no será ejecutado y que la pena máxima que se le aplique será la inmediatamente inferior al presidio perpetuo.





ARTICULO 11º.



Causas de denegación facultativa.







Dispone,  literalmente,  que  la extradición podrá ser denegada:



"a) Cuando  fueren  competentes los tribunales de la Parte requerida, conforme a su propia ley, para conocer del delito que motiva la solicitud  de extradición. Podrá,  no  obstante, accederse a la extradición si la Parte requerida hubiese decidido o decidiese no iniciar proceso o poner fin al que se estuviese tramitando.



b)  Cuando el delito se hubiere cometido   fuera   del territorio   de   la   Parte requirente  y  la  ley  de  la  Parte  requerida  no autorizase la persecución de un delito de la misma especie cometido fuera de su territorio.



c)  Cuando la persona reclamada fuere  menor  de dieciocho  años  en  el  momento  de presentarse  la  solicitud  de  extradición,  tuviere domicilio o residencia en la Parte requerida y ésta considerare que la extradición puede perjudicar su inserción social, sin perjuicio de que se adopten las medidas más apropiadas que prevea la ley de la Parte requerida.".





ARTICULO 12º.



Sentencias en rebeldía.







Autoriza  al  Estado  requerido para  negar  la extradición  cuando  la  sentencia respectiva haya sido pronunciada en rebeldía, salvo que la Parte requirente dé seguridades de que en la causa  respectiva  se  respetaron  las  normas  del debido proceso de ley.





ARTICULO 13-.



Principio de especialidad.







Para que     una     persona extraditada pueda ser juzgada, condenada o sometida a restricción de su libertad personal, "por hechos anteriores y distintos a los que hubieran motivado su extradición“, el Estado requirente deberá pedir autorización  a  la  Parte requerida,  la  que  podrá exigir los documentos a que alude el artículo 15º, que se analizará más adelante.



La  referida autorización  podrá otorgarse aún cuando los hechos estén sancionados con  penas  menores  de  un  año  y,  en  el  caso  de sentenciados,  aún cuando  falte  cumplir  menos  de seis meses de pena.



No  obstante,  no  se  requerirá esta autorización:



a)  cuando la persona entregada consienta expresamente;



b)  cuando dicha persona hubiere podido salir voluntariamente del territorio del Estado al que fue entregada y permaneciere en él más de treinta días, o



c)  cuando regresare al aludido territorio después de haberlo abandonado.





ARTICULO 14º 



Variación de la Calificación.







Si   la   calificación   de   la conducta imputada variare durante la substanciación de la causa, el extraditado no podrá ser procesado o condenado, salvo que los elementos constitutivos del  delito  de  la  nueva  calificación  hubieren permitido la extradición.





ARTICULO 15º.



Procedimiento.







Preceptúa, a la letra:



"1. La solicitud de extradición se formulará por escrito y será transmitida por la vía diplomática.   Sin embargo, cualquiera de las Partes podrá comunicar a la otra la designación de una  Autoridad  Central  competente  para  recibir  y transmitir solicitudes de extradición.



2.– A la solicitud de extradición deberá acompañarse:



a)  Copia o transcripción de la sentencia    condenatoria, o del    auto    de procesamiento, prisión o resolución análoga según la legislación de la Parte requirente, con relación sumaria  de  los  hechos,  lugar  y  fecha  en  que ocurrieron  y,  en  caso de sentencia condenatoria, certificación  de  que  la  misma  no  se  ha  cumplido totalmente, indicándose el tiempo que faltare por cumplir.



b)  Cuantos datos sean conocidos sobre la identidad, nacionalidad y residencia del sujeto reclamado y, si fuere posible, su fotografía y huellas dactilares.



c)  Copia o transcripción de los textos legales que tipifican y sancionan el delito con expresión de la pena aplicable, los que establecen la competencia de la Parte requirente para conocer del mismo, así como también los referentes a la prescripción de la acción y de la pena.



d)  Las seguridades sobre la aplicación de las penas a que se refiere el artículo 10º, cuando fuere necesario.”.





ARTICULO 16º.



Información complementaría.







Dispone que si los antecedentes -fundantes del pedido de extradición- enviados por el   Estado   requirente   fueren   insuficientes   o defectuosos, la Parte requerida lo comunicará así, debiendo    aquél   subsanar   las   omisiones o deficiencias, dentro del plazo que éste le fije, el que podrá prorrogarse.





ARTICULO 17-.



Extradición simplificada.





Regula la situación que ocurre cuando la persona reclamada, asistida por letrado, habiendo sido informada de que tiene derecho a un procedimiento de extradición y a la protección que éste   le   da,   consiente   expresamente   en ser extraditado.



En   tal   caso,   el   Estado requerido podrá otorgar la extradición sin que se cumplan las formalidades del Tratado en informe.





ARTICULO 18º.



Resolución sobre la extradición.







Prescribe, a la letra, que:



"1. La Parte requerida comunicará a la Parte requirente, por la vía del artículo   15º,   su   decisión   respecto   de   la extradición.



2.  Toda   negativa,   total   o parcial, será motivada.



3.  Si se concede la extradición, las Partes se pondrán de acuerdo para llevar  a  efecto  la  entrega  del  reclamado,  que deberá producirse dentro de un plazo de cuarenta y cinco días contados desde la comunicación a que se refiere el párrafo 1 de este artículo.



4.  Si la persona reclamada no fuere recibida dentro de dicho plazo, será puesta en libertad y la Parte requirente no podrá reiterar la solicitud por el mismo hecho.



5.  Al   mismo   tiempo   de   la entrega del reclamado, también se entregarán a la Parte requirente los documentos, dinero y efectos que   deban   ser puestos   igualmente   a   su disposición.“.





ARTICULO 19º.



Entrega aplazada o condicional.







Establece, textualmente, que:



"1. Si la persona reclamada se encontrare sometida a procedimiento o condena penal en la Parte requerida, la entrega podrá aplazarse hasta que deje extinguidas esas responsabilidades en   dicha   Parte,   o   efectuarse   temporal   o definitivamente en las condiciones que se fijen de acuerdo con la Parte requirente.



2.  Cuando  el traslado  pusiere seriamente  en  peligro la  vida  o  la  salud  de  la persona reclamada, la entrega podrá ser postergada hasta que desaparezca tal circunstancia.



3.  También se podrá aplazar la entrega   del reclamado cuando   circunstancias excepcionales de     carácter     personal     y suficientemente serias la hicieren incompatible con razones humanitarias.".





ARTICULO 20º.



Subsanación de defectos formales.







Dispone que en el caso de que la extradición sea denegada por razones que no sean formales,  subsanables,  el  Estado  requirente  no podrá pedirla de nuevo, por el mismo hecho.





ARTICULO 21º.



Extradición en tránsito.



En  su  inciso  primero  dispone que "la extradición en tránsito por el territorio de   una   de   las   Partes   se   otorgará   previa presentación por la  vía del  artículo  15-  de  una solicitud,   acompañada   de   una   copia   de   la comunicación mediante  la  cual  se  informa  de  su concesión, juntamente con una copia de la solicitud original de extradición, siempre que no se opongan motivos  de  orden  público.    Las  Partes  podrán rehusar el tránsito de sus nacionales.".



Añade   la   norma   que   las autoridades   del   Estado de   tránsito   deberán custodiar al reclamado.  Los gastos en que incurran para  ello  le  serán reembolsados  por  la  Parte requirente.



Cuando    el    traslado    del reclamado se haga por una vía aérea, que no tenga previsto aterrizar en el Estado de tránsito, no se requerirá pedir la extradición de este tipo.





ARTICULO 22-.



Reextradición a un tercer Estado.



Preceptúa que sin el consentimiento del  país  que haya otorgado  la extradición, el receptor no podrá reextraditar al extraditado.    Ello,  salvo  que  éste consintiere expresamente,   o   salvo   que   habiendo   salido libremente del país volviere a él, o que teniendo la  posibilidad  de  abandonarlo,  no  lo  hiciere, permaneciendo en él por más de treinta días.



Para  poder  reextraditar  a  una persona, deberán cumplirse los mismos trámites que el Tratado establece para una extradición.



A  continuación,  os  transcribiremos  los  textos  de  las normas  relativas  al concurso  de    solicitudes  de  extradición,  a  la detención  preventiva  y  a la entrega  de  objetos, toda vez que su tenor hace imposible una reseña que resulte a su vez somera y fiel.







ARTICULO 23º.



Concurso de solicitudes de extradición.



1.  Si  la  extradición  de  una misma  persona  hubiera sido  solicitada por varios Estados, la Parte requerida determinará a cuál de esos Estados entregará el reclamado y notificará su decisión a la Parte requirente.



2.  Cuando  las  solicitudes  se refieren al mismo delito la Parte requerida deberá dar preferencia a la solicitud del Estado en cuyo territorio se cometió el delito, salvo que existan circunstancias  particulares  que  recomienden  otra cosa.



Las circunstancias particulares que   podrán   tenerse en   cuenta   incluyen   la nacionalidad, el domicilio habitual de la persona reclamada, la existencia o no de un tratado, las fechas   de   las   respectivas   solicitudes   y   la posibilidad  de  una ulterior  extradición  a  otro Estado.



3.  Cuando  las  solicitudes  se efectúen por distintos delitos, la Parte requerida dará  preferencia  a  la  que  se  refiera  al  delito considerado más grave conforme a sus leyes, salvo que   las  circunstancias  particulares  del  caso recomienden otra cosa.



ARTICULO 24º.



Detención preventiva.







l.  En  caso  de  urgencia,  las autoridades  competentes de  la  Parte  requirente podrán  solicitar  la  detención  preventiva  de  la persona reclamada.



2.  La  solicitud  de  detención preventiva indicará la existencia de alguna de las resoluciones previstas en el párrafo 2 del artículo 15º y hará constar la intención  de  cursar seguidamente   una   solicitud   de extradición.  Mencionará,  asimismo,  el delito  por  el  cual  se solicitará,  el  tiempo  y  lugar  de  la  comisión  de aquel y, en la medida de lo posible, la filiación de la persona reclamada.



3.  La  solicitud  de  detención preventiva se remitirá en forma postal, telegráfica o cualquier otra que deje constancia escrita, por la vía del artículo 15º.



4.  La Parte requerida informará a la Parte requirente de las resoluciones adoptadas y especialmente y con carácter urgente, de la detención y del plazo dentro del que deberá presentarse la solicitud de extradición, el cual no podrá exceder de 60 días.



5.  La  autoridad  competente  de la Parte  requerida podrá acordar la  libertad del detenido  adoptando  las  medidas  pertinentes  para evitar  la  fuga. En  todo  caso  se  decretará  la libertad, si en el plazo estipulado en el número anterior desde la detención, no se hubiese recibido la solicitud de extradición.



6.  Si   la   persona   reclamada fuera puesta en libertad por cumplimiento del plazo previsto,  la  Parte  requirente no  podrá  solicitar nuevamente la detención de la persona reclamada sin presentar la solicitud formal de extradición.

	

7.  Cuando  el  procedimiento  de extradición  se iniciase  mediante  la  solicitud prevista en el artículo  15º,  sin previa petición urgente de detención, ésta se llevará a efecto, así como su modificación, de conformidad con la ley de la Parte requerida.





ARTICULO 25º.



Entrega de objetos.



1.  A  petición de la Parte la Parte requerida asegurará y entregará, en la medida en que lo permitiese su legislación, los documentos, bienes y otros objetos:



a)  que   pudiesen   servir   de piezas de convicción, o 



b)  que,     procediendo del delito, hubiesen sido encontrados en el momento de la  detención  en  poder  de  la  persona  reclamada  o fueren descubiertos con posterioridad.



2.  La    entrega de    esos documentos, dinero u objetos se efectuará incluso en el caso de que la extradición ya concedida no pudiese tener lugar a consecuencia de la muerte o evasión de la persona reclamada.



3.  La  Parte  requerida  podrá conservarlos temporalmente  o   entregarlos   bajo condición  de  su  restitución,  si  ellos  fueren necesarios para  la  substanciación  de  un  proceso penal en trámite.



4.  En  todo  caso  quedarán  a salvo  los  derechos  que la  Parte  requerida  o terceros  hubieran  adquirido  sobre  los  citados objetos.  Si existieren tales derechos, los objetos serán restituidos lo antes posible y sin gastos a la Parte requerida.





ARTICULO 26º.



Gastos.



Establece  que  los  gastos  que cause  la  extradición dentro  del  territorio  del Estado requerido- serán de cargo de éste.



No  obstante,  los  gastos  del transporte internacional del reclamado correrán por cuenta de la Parte requirente.





ARTICULO 27º.



Intervención en el Estado requerido.







Prescribe    que    el    Estado requirente podrá designar un mandatario judicial, para  intervenir  en  el  proceso  respectivo.    Tal representante deberá ser oído antes de la sentencia que recaiga en la petición de extradición.





TITULO II.



ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA PENAL.



ARTICULO 28-.

Obligación de prestar asistencia.





Preceptúa, ad litteram, que:



1. ”Las  Partes  se  obligan  a prestarse asistencia mutua, según las disposiciones de   este   Tratado, en   la realización   de investigaciones  y  diligencias relacionadas  con cualquier  procedimiento  penal  incoado  por  hechos cuyo conocimiento competa a la Parte requirente en el momento en que la asistencia sea solicitada.



2.  La     asistencia     podrá prestarse  en  interés  de  la justicia,  aunque  el hecho no sea punible según las leyes de la Parte requerida.    No  obstante, para  la  ejecución  de medidas  de  aseguramiento  de  objetos  o  registros domiciliarios, será necesario que el hecho por el que   se   solicita   la   asistencia   sea   también considerado  como delito por la legislación de  la Parte requerida.”.





ARTICULO 29º.

	

Causas de denegación de la asistencia.

	

Reglamenta las tres causales de denegación de la asistencia judicial.  Ellas son:



”a) Si la solicitud se refiere a delitos políticos o conexos con delitos de este tipo,  a  juicio  de  la  Parte  requerida.   A  estos efectos  será  de  aplicación lo prescrito  en  el párrafo 1 del artículo 5º.



b)  Si la solicitud se refiere a delitos estrictamente militares.

	

c)  Si   la   Parte   requerida

estima que el cumplimiento de la solicitud atenta manifiestamente contra su orden público.".







ARTICULO 30º.



Formas de la solicitud.



Dispone  que  la  solicitud  de asistencia  será  un exhorto,  cuyo  cumplimiento  se hará   conforme   a   la   legislación   del   Estado requerido, limitándose    "a    las    diligencias expresamente  solicitadas".    Si  la  solicitud  no pudiere cumplirse,   la  Parte  requerida  deberá devolverla, con expresión de causa.







ARTICULO 31º.



Información a la Parte requirente.



Establece  que  si  el  Estado requirente lo pide expresamente, será informado de la fecha y lugar de cumplimiento del exhorto.







ARTICULO 32º.



Clases de solicitudes.



Prescribe    que    el    Estado requerido deberá cumplir "las solicitudes relativas a   un   procedimiento   penal   emanadas   de   las autoridades judiciales o del Ministerio Público de la Parte requirente y que tengan por objeto actos de instrucción o actos de comunicación".







ARTICULO 33º



Formas y procedencia de la remisión o entrega.



Regula la entrega de expedientes, elementos de prueba,  o  en  general documentos,  lo  que  deberá  hacerse  en  copias  o fotocopias auténticas, legalizadas.  No obstante, y si así se pide, es facultativo del Estado requerido el envío de originales



Naturalmente, la Parte requerida   podrá   negarse   a enviar   objetos, expedientes   o   documentos   originales,   si   su legislación no se lo permite.



Los  elementos  antes  referidos deberán ser devueltos "lo antes posible", salvo que el Estado requerido renuncie a ello.







ARTICULO 34º.

	

Acreditamiento del cumplimiento de la solicitud.



Impone a la Parte requerida la obligación de entregar al destinatario "los objetos o documentos relativos a actos procesales que se le enviaren con dicho fin por la Parte  requirente".  Ello  se  hará  en  la  forma  que  establezca  la legislación de aquélla.  Los respectivos recibos o certificados,  que  acrediten  la  entrega,  serán enviados  a ésta,  salvo  que  la  entrega  no  haya podido hacerse, caso en el cual se hará constar las causas de ello.



Si  la  solicitud  se  refiere  a una  notificación,  ésta  se hará conforme  a  las normas procesales del Estado requerido.







ARTICULO 35º.



Citación y comparecencia en la Parte requirente.



Dispone que si las autoridades judiciales  o  el Ministerio Público  de  una  Parte estimaren "especialmente necesaria" la comparecencia personal,  en  su  territorio,  de  un inculpado, testigo o perito, así lo harán constar "en la resolución que disponga la citación".



La  solicitud  que  tenga  por objeto la citación da dichas personas para ante las autoridades  del  Estado  requirente,  podrá  no  ser deligenciada "si es recibida dentro de los cuarenta y cinco días anteriores a la fecha señalada para la comparecencia".



Añade  el  artículo  en  análisis que  "la  Parte  requerida procederá  a  la  citación según la solicitud formulada, pero sin que puedan surtir   efecto   las cláusulas   conminatorias   o sanciones    previstas    para    el caso    de incomparecencia.



La  solicitud  deberá  mencionar el    importe    de    los viáticos,    dietas    o indemnizaciones  que  pueda  percibir  la  persona citada con motivo de su traslado.".







ARTICULO 36º.



Inmunidades.



Dispone, textualmente, que:



"El testigo    o     perito, cualquiera  que  sea  su nacionalidad,  que  como consecuencia  de  una  citación  comparezca  ante  las autoridades judiciales o del Ministerio Público de la  Parte  requirente,  no  podrá  ser  perseguido  o detenido o sometido a cualquier otra restricción de su libertad personal en esta Parte, por hechos o condenas anteriores a su salida del territorio de la  Parte  requerida.    Tampoco  lo  podrá  ser  el inculpado salvo por los hechos que constasen en la citación.



La  inmunidad  prevista  en  el precedente  párrafo cesará cuando  el  inculpado, testigo o perito permaneciere voluntariamente más de  treinta  días en  el  territorio  de  la  Parte requirente, después del momento en que su presencia ya no fuere exigida por las autoridades judiciales o del Ministerio Público de dicha Parte.".







ARTICULO 37º.



Comparecencia en la Parte requerida.



Preceptúa    que    cuando    la solicitud  persiguiere que las personas  antes referidas   presten   declaración   en   el   Estado requerido, éste las citará bajo los apercibimientos que consagre su propia legislación.







ARTICULO 38º

Citación y comparecencia de detenidos o presos en la Parte requirente.

	

Establece  que  si  la  citación para   declarar   ante autoridades   del   Estado requirente se refiere a persona detenida o presa en la Parte requerida, "ésta sólo accederá a ella si el  detenido  prestara  su  consentimiento  y  siempre que  la  Parte requerida  estime  que  no  existen impedimentos legales o judiciales que se opongan al traslado.



La   Parte   requirente   estará obligada  a  mantener  bajo custodia  a  la  persona trasladada y a devolverla tan pronto como se haya realizado   la   diligencia especificada   en   la solicitud que dio lugar al traslado.



Los  gastos  ocasionados  por  la aplicación de este artículo correrán por cuenta de la Parte requirente.".







ARTICULO 39º.



Remisión de antecedentes penales e información sobre condenas.



Dispone  que  si  una  de  las Partes pide a la otra los antecedentes penales de una persona, deberá hacer constar los motivos de su solicitud.     Los referidos  antecedentes  serán remitidos,  salvo  que  lo  impida  la  normativa  del Estado requerido.



“Sin  perjuicio  de  ello,  las Partes se informarán mutuamente de las sentencias condenatorias   firmes   y   ejecutorias   que   las autoridades judiciales  de  una  de  ellas  hayan dictado   contra   nacionales   de   la   otra,   con periodicidad anual.".







ARTICULO 40º



Requisitos de la solicitud.



Impone las menciones que habrán de tener las solicitudes de asistencia.  Ellas son:



"a) Autoridad de la que emana la petición y naturaleza de su resolución.



b)  Delito a que se refiere el procedimiento.



c)  En la medida de la posible, identidad y nacionalidad de la persona encausada o condenada.



d)  Descripción  precisa  de  la asistencia que se solicite y toda la información que  se  estime  útil  para  facilitar  el  efectivo cumplimiento de la solicitud.



Las  solicitudes  de  asistencia que tengan por objeto cualquier diligencia distinta de  la  simple  entrega  de  objetos  o  documentos, contendrán también  una  sumaria  exposición  de  los hechos y la acusación formulada, si la hubiera.



Cuando    una    solicitud    de asistencia  no  sea complementada  por  la  Parte requerida, ésta la devolverá con explicación de la causa.".







ARTICULO 41º.



Transmisión de la solicitud.



Dispone que las solicitudes de asistencia  se transmitan por  la  vía  diplomática. Las  Partes  podrán,  no  obstante,  encargar  a  sus Cónsules "la práctica de diligencias permitidas por la legislación del Estado receptor".







ARTICULO 42º.



Comunicación con fines procesales.



Preceptúa, ad litteram, que:



"Toda  comunicación  cursada  por una  Parte Contratante  cuyo  objeto  sea  incoar  un proceso ante los Tribunales de la otra Parte, se transmitirá por las vías previstas en el artículo anterior.



La Parte requerida notificará a la Parte requirente el curso dado a la denuncia y remitirá  en  su  momento  una  copia  de  la  decisión dictada.".







ARTICULO 43º.



De las legalizaciones.



Establece que las firmas de las autoridades  y funcionarios  de  las  Partes  que figuren  en  los  documentos  que  se  extiendan  en aplicación del  Tratado  en  análisis,  deberán  ser legalizadas.    Las  copias  de  documentos  deberán estar certificadas  por  autoridades  competentes, también debidamente legalizadas.







CLAUSULAS FINALES.



ARTICULO 44º.



Entrada en vigor y terminación.



Preceptúa  que  el  instrumento internacional en informe deberá ratificarse por las Partes.



Entrará  en  vigencia  treinta días   después   del   canje de   los   respectivos instrumentos  de  ratificación,  permaneciendo  en vigor en tanto no sea denunciado por una de las Partes.  En este último caso, sus efectos cesarán seis meses después de la fecha en que haya sido recibida la denuncia.



-----------



Luego de estudiar detenidamente todas  y  cada  una de las  normas  del  instrumento internacional  en  informe  -y  concordando  con  Su Excelencia el señor Presidente de la República en "la  necesidad  de  contar  con  un  instrumento normativo que  permita  llevar  a  la  práctica,  en forma   eficaz,   los  principios   esenciales   que reconoce el  derecho  internacional  en  materia  de extradición y asistencia judicial en el ámbito del procedimiento penal", con la República de Nicaragua vuestra Comisión acogió la iniciativa que tuvisteis a  bien  encomendar  a  su  estudio,  en  general  y particular.



En consecuencia, vuestra Comisión  de  Relaciones Exteriores  tiene  el  alto honor  de  proponeros,  por  la  unanimidad  de  sus miembros, que aprobéis el siguiente







PROYECTO DE ACUERDO:



"Artículo Unico.   Apruébase el "Tratado  de  Extradición y  Asistencia  Judicial  en Materia Penal" suscrito por los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Nicaragua, en Santiago, el 28 de Diciembre de 1.993.".



---------



Acordado  en  sesión  del  día  de ayer,  con  asistencia de  los  Honorables  Senadores señores Beltrán Urenda Zegers (Presidente), Arturo Alessandri Besa,  Sergio  Bitar  Chacra,  Ronald  Mc Intyre Mendoza y Sergio Páez Verdugo.



Sala  de  la  Comisión,  a  7  de Junio de 1.995.















Carlos Hoffmann Contreras 

Secretario
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